SENTENCIA DE 22.5.1996 — ASUNTO T-277/94

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
(Sala Segunda ampliada)

de 22 de mayo de 1996 "

En el asunto T-277/94,

Associazione Italiana Tecnico Economica del Cemento (AITEC), asociacién ita-
liana con sede en Roma, representada por los Sres. Mario Siragusa, Giuseppe
Scassellati-Sforzolini y Cesare Rizza, Abogados de Roma, Bolonia y Siracusa,
respectivamente, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho de
M** Elvinger, Hoss y Prussen, 15, Céte d’Eich,

parte demandante,

contra

Comisién de las Comunidades Europeas, representada por los Sres. Nicola
Annecchino y Ben Smulders, miembros del Servicio Juridico, en calidad de
Agentes, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho del Sr. Carlos
Goémez de la Cruz, miembro del Servicio Juridico, Centre Wagner, Kirchberg,

parte demandada,

que tiene por objeto la anulacién de la Decisién D/05268 de la Comisidn, de 9 de
junio de 1994, en la medida en que expresa la negativa de la Comisién a recurrir al
Tribunal de Justicia, con arreglo al pirrafo segundo del apartado 2 del articulo
93 del Tratado, por la no ejecucién por parte del Gobierno helénico de la Decisién

* Lengua de procedimiento: italiano.
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91/144/CEE de la Comisién, de 2 de mayo de 1990, relativa a una ayuda concedida
por el Gobierno helénico a un fabricante de cemento (Halkis Cement Company)
(DO 1991, L 73, p. 27) y, con caricter accesorio, la anulacién de la confirmacién de
dicha negativa, expresada en la Decisién D/07743, de 26 de julio de 1994, asi como
que se declare, con caricter subsidiario, la omisién de la Comisién,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Sala Segunda ampliada),

integrado por los Sres.: H. Kirschner, Presidente; B. Vesterdorf, C.W. Bellamy,
A. Kalogeropoulos y A. Potocki, Jueces;

Secretario: Sr. J. Palacio Gonzilez, administrador;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 12 de
diciembre de 1995;

dicta la siguiente

Sentencia

Hechos

Es piblico y notorio que, durante el afio 1988, la Repiblica Helénica concedié
ayudas a los productores griegos de cemento y, en particular, a la sociedad Halkis
Cement Company (en lo sucesivo, «Halkis»). Habida cuenta de las considerables
pérdidas de dicha sociedad, el Gobierno helénico decidié convertir una parte de sus
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deudas en capital y permitié que algunas empresas y organismos piiblicos no exi-
gieran el reembolso de los créditos concedidos a Halkis, por una parte, y le man-
tuvieran, por otra parte, una linea de crédito (véase, para una descripcién de la
situacién general del sector del cemento en Grecia, la sentencia del Tribunal de Pri-
mera Instancia de 6 de julio de 1995, AITEC y otros/Comisién, asuntos acumula-
dos T-447/93, T-448/93 y T-449/93, Rec. p. 11-1971).

Tras tener conocimiento de estos hechos, la Comisién inicié el 3 de abnl de
1989 un procedimiento con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del Tratado CE y,
en una comunicacién relativa a una ayuda concedida por el Gobierno helénico a
Halkis (DO 1989, C 156, p. 3), pidié a los interesados, distintos de los Estados
miembros, que presentaran sus observaciones. La demandante, AITEC, que repre-
senta a la mayoria de los productores italianos de cemento, intervino en el proce-
dimiento como parte interesada mediante el envio de observaciones escritas a la
Comisién el 17 de julio de 1989. El Gobierno helénico alegd que habia aplicado la
Ley 1386/83, de 5 de agosto de 1983 (Diario Oficial de la Repiiblica Helénica
n° 107/A, de 8 de agosto de 1983, p.14) por la que se cred el «Organismés
anasygkrotlseos epicheiriseon» (Organismo para la reestructuracion de las empre-
sas; en lo sucesivo, «<ORE»), sociedad por acciones cuyo capital estaba suscrito en
su totalidad por el Estado y cuyo objetivo era contribuir al desarrollo econémico y
social del pais. A tal efecto, el ORE podia asumir, en particular, la administracién y
gestién corriente de empresas que estaban siendo saneadas o ya nacionalizadas.
Segiin el Gobierno helénico, Halkis habia estado sujeto a las disposiciones de la
citada Ley relativas a la liquidacién, ya que esta tiltima debia producirse a finales
de 1989.

El 2 de mayo de 1990, la Comisién adopté la Decisién 91/144/CEE, relativa a la
ayuda concedida por el Gobierno helénico a una empresa de cementos (Halkis
Cement Company) (DO 1991, L 73, p. 27; en lo sucesivo, «Decisién de 1990»). Su
parte dispositiva esti redactada en los siguientes términos:

«Articulo 1

Las ayudas concedidas por el Gobierno de Grecia a la empresa de cementos
Halkis, al permitir que sus empresas y entidades no cobren las deudas de dicha
empresa y permitiendo que dichas deudas siguieran aumentando, son ilicitas, ya que
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se concedieron incumpliendo las normas del apartado 3 del articulo 93. Ademis,

son incompatibles con el mercado comiin, ya que no cumplen los criterios de
exencién de los apartados 2 y 3 del articulo 92, por lo que deben ser anuladas.

Por otro lado, el Gobierno de Grecia deberi abstenerse de llevar a la prictica su
proyecto de conceder una ayuda transformando las deudas de la compaiiifa en capi-
tal.

Articulo 2

El Gobierno de Grecia anulari las ayudas contempladas en el articulo 1 proce-
diendo a su recuperacién.

Articulo 3

El Gobierno de Grecia informari a la Comisién dentro de los tres meses siguientes
a la fecha de notificacién de la presente Decisidn de las medidas que haya tomado
en cumplimiento de la misma.

Articulo 4

El destinatario de la presente Decision serd la Repiiblica Helénica.»
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Pocos dias después de la notificacién de la Decisién de 1990, el Gobierno helénico
comunicé a la Comisién que Halkis no habia estado sujeta atin a las disposiciones
de la citada Ley 1386/83, relativas a la liquidacién, y que mantenia conversaciones,
por otra parte, con inversores extranjeros. En aquella ocasién, se comunicaron tam-

bién diversas informaciones relativas a las deudas, la contabilidad y las exportacio-
nes de Halkis.

En octubre de 1990, el Gobierno helénico, tras recordar su nueva orientacién poli-
tica y econdémica en materia de privatizacién y reestructuracién de sociedades exce-
sivamente endeudadas, solicité la colaboracién de la Comisidn para estudiar la mejor
manera de ejecutar la Decisién de 1990.

Durante los meses de octubre y noviembre de 1990, se celebraron varias reuniones
en Atenas, asi como otra en Bruselas el dia 11 de enero de 1991. Las autoridades

helénicas inforinaron en ellas a la Comisién de la marcha de las negociaciones sobre
el futuro de Halkis.

El 13 de marzo de 1991, a raiz de un procedimiento de subasta, la sociedad italiana
Calcestruzzi SA ofrecié por la adquisicién de Halkis 33.000 millones de DR paga-
deros al contado, mis alrededor de 8.000 millones de DR que habrian de pagarse
en diez afios. Los acreedores, que habrian sufrido pérdidas superiores en caso de
quiebra de la sociedad, consideraron ventajosa dicha oferta. La Comisién fue infor-
mada de tales hechos mediante comunicacidn de 21 de marzo de 1991, por una parte,
y en el transcurso de una reunidn celebrada en Atenas entre el 17 y el 20 de mayo
de 1991, por otra parte.

El 12 de julio de 1991, cuando ain no se habia concretado la venta, el Banco Nacio-
nal de Grecia, principal acreedor de Halkis, solicité al Tribunal de Apelacién de
Atenas que ordenase la liquidacién de la sociedad. Dicho Tribunal denegé la refe-
rida solicitud mediante sentencia de 20 de noviembre de 1991, al estimar, por un
lado, que Halkis estaba todavia en condiciones de hacer frente a sus compromisos
corrientes y, por otro lado, que la solucién de la transmisién de la empresa, que
requeria cierto tiempo para llevarse a cabo, era la mis conveniente para todas las
partes interesadas.
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El 4 de septiembre de 1991, la Comisién solicité informacién complementaria a las
autoridades helénicas sobre la venta de Halkis. Dicho problema fue suscitado tam-
bién en el transcurso de una reunién mantenida el 18 de noviembre de 1991 por el
Miembro de la Comisién encargado, a la sazén, de las ayudas de Estado.

El 17 de junio de 1992, los cuatro acreedores principales de Halkis firmaron con
sus accionistas un acuerdo que preveia un aumento del capital. Calcestruzzi Hol-
ding SA (en lo sucesivo, «Calcestruzzi») debia pagar 41.250.000.050 DR por la
adquisicion del 95 % de las nuevas acciones. Mediante sentencia de 13 de octubre
de 1992, el Tribunal de Apelacién de Atenas aprobé dicho acuerdo.

A raiz de una denuncia presentada por AITEC el 19 de noviembre de 1992, la
Comisién, mediante escrito de 3 de diciembre de 1992, solicité de nuevo a las auto-
ridades helénicas que le comunicaran si se habia llevado a buen término el acuerdo
con los acreedores. El Gobierno helénico respondié mediante escrito de 28 de
diciembre de 1992, sefialando que el acuerdo habia sido aprobado, efectivamente,
por los 6rganos competentes, pero que la transmisién a Calcestruzzi atin no se habia
producido, dado que dicha sociedad no habia efectuado el primer pago a su ven-
cimiento, el 30 de noviembre de 1992.

La Comisién se dirigié de nuevo al Gobierno helénico mediante escrito de 5 de
febrero de 1993 para manifestarle su inquietud por la no ejecucién de la Decisién
de 1990 y pedirle que encontrara soluciones alternativas para el caso de que no se
concretara la venta a Calcestruzzi. El 19 de mayo de 1993, la Comisién respondid
a la denuncia de AITEC de 19 de noviembre de 1992, refiriéndose a su citada peti-
cién al Gobierno helénico de 5 de febrero de 1993, asi como a la iniciacién de un
procedimiento de quiebra respecto a Halkis.

EL 2 de junio de 1993, la Comisién solicitd informacién al Gobierno helénico sobre
las resoluciones adoptadas por las autoridades judiciales, mientras que Halkis
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transmitia a la Comisién diversas informaciones relativas, en particular, a las actua-
ciones llevadas a cabo para realizar la transmisién de la sociedad a Calcestruzzi.

El 13 de junio de 1993, Halkis recurri6 ante el Tribunal de Arbitraje de la Cimara
Internacional de Comercio, denunciando la no ejecucién de las obligaciones asu-
midas por Calcestruzzi y reclamando a dicha sociedad el pago de la suma de
104.000 millones de DR. El 7 de julio de 1993, Halkis demandé también a Calces-
truzzi ante el Tribunal de Primera Instancia de Atenas para obtener una indemni-
zacién de dafios y perjuicios por valor de 104 millones de DR.

El 3 de mayo de 1994, AITEC present6 una nueva denuncia a la Comision, pidién-
dole por una parte, que presentara un recurso ante el Tribunal de Justicia con arre-
glo al pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado, con el fin de que
se declarase que el Gobierno helénico no se habia atenido a la Decisién de 1990 y,
por otra parte, que se declarase, a través de un procedimiento en virtud del parrafo
segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado, la ilegalidad de las nuevas ayu-
das concedidas por el Gobierno helénico a Halkis. Al haber continuado los com-
portamientos ilicitos del Gobierno helénico, a pesar de sus repetidas reclamaciones,
AITEC se crey6 obligada a insistir ante la Comisién para que ésta pusiera fin a dicha
situacién, que ella misma consideraba ilicita. AITEC afiadié que podria interponer
un recurso por omisién ante el Tribunal de Justicia, si la Comisidn no contestaba a
su peticidn en un plazo de dos meses.

Mediante escrito de 7 de junio de 1994, la Comisién solicité al Gobierno helénico
que confirmara las informaciones que habia obtenido respecto a la ejecucién de la
Decisién de 1990 y que le facilitara datos sobre las demds ayudas que se hubieran
concedido a Halkis. La Republica Helénica respondié a dicha peticién mediante
escrito de 20 de julio de 1994. Los Servicios de la Comisién examinaron a conti-
nuacién los numerosos documentos que se acompafiaron como anexos a la respuesta
del Gobierno helénico.
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Mediante escrito de 9 de junio de 1994 del Sr. Petersen, Director de la Direccién
General de la Competencia de la Comisién (DG IV; Anexo I al presente recurso),
la Comisién comunicé a AITEC las novedades que se habian producido desde su
escrito de 19 de mayo de 1993. Dicho escrito continda de la siguiente forma:

«La Comisién estima que los acreedores puiblicos (y privados) de Halkis se com-
portan de manera racional al dejar que ésta prosiga su reclamacién contra Calces-
truzzi. Si el Tribunal de Arbitraje de la CCI acoge la reclamacién de Halkis, sus
acreedores podrin al menos obtener una parte de las sumas que esta tltima les debe
—ciertamente superior a la que obtendrian mediante los procedimientos de quiebra
o de liquidacién—, conforme a la solucién que aceptaron en 1991. El Tribunal de
Apelacién de Atenas confirmé dicha apreciacion en su resolucién 10428/1992, de
20 de noviembre de 1991, en la que afirmaba que, en ningiin caso, la venta en piblica
subasta de las instalaciones de Halkis permitiria obtener el importe de 41.250 millo-
nes de DR ofrecido por Calcestruzzi. La Comisién considera, pues, que es intil
remitir la cuestién de la ejecucién o no ejecucién de su Decisién 91/144/CEE al
Tribunal de Justicia con arreglo al apartado 3 del articulo 92 del Tratado CE, antes
de que el Tribunal de Arbitraje resuelva el litigio entre las dos sociedades.

Quisiera afiadir al respecto que el apartado 2 del articulo 93 dispone: “Si el Estado
de que se trate no cumpliere esta decision en el plazo establecido, la Comisién o
cualquier otro Estado interesado podrd recurrir directamente al Tribunal de Justicia
[...]” La Comisién no esti obligada a hacerlo.

[.]

A menos que las informaciones solicitadas demuestren lo contrario, parece que no
se ha concedido ninguna otra ayuda a Halkis después de la Decisién 91/144/CEE.
No parece justificado, por tanto, iniciar el procedimiento previsto en el apartado
2 del articulo 93 del Tratado CE.
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Creo que las informaciones recogidas anteriormente demuestran que la Comisién
continda siguiendo las actuaciones llevadas a cabo por los acreedores piblicos de
Halkis para asegurarse de que se respeta la Decisién 91/144/CEE y de que no se
concederd ninguna otra ayuda.»

El 13 de junio de 1994, la demandante recibié por fax una copia de dicho escrito.
Este le fue notificado posteriormente, el 4 de julio de 1994.

El 18 de julio de 1994, la demandante dirigié un nuevo escrito a la Comisién. En él
criticaba la posicién defendida en el escrito de 9 de junio de 1994 y reiteraba su
definicién de posicién de 3 de mayo de 1994. Afiadia que el requerimiento dirigido
a la Comisién el 3 de mayo de 1994 seguia produciendo efectos con miras a un
recurso por omisién (Anexo 4 del escrito de interposicién del recurso).

El 26 de julio de 1994, la Comisién respondié a la demandante mediante un escrito
en el que el Director Sr. Petersen afirmaba: «Por lo que se refiere a la cuestién del
cumplimiento, por el Gobierno griego, de la Decisién 91/144/CEE, creo que la
posicién de la Comisién se ha expuesto de manera suficientemente clara en mi escrito
n® 5268, de 9 de junio de 1994.»

Procedimiento y pretensiones de las partes

En estas circunstancias, AITEC interpuso el presente recurso, registrado en la Secre-
taria del Tribunal de Primera Instancia el 16 de agosto de 1994, que tiene por objeto,
con caricter principal, la anulacién de la negativa de la Comisién, comunicada
mediante su escrito de 9 de junio de 1994, de recurrir al Tribunal de Justicia con
arreglo al parrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado y, con caricter
accesorio, la anulacion de la confirmacién de dicha negativa mediante escrito de
26 de julio de 1994. Con caricter subsidiario, para el caso de que el Tribunal de
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Primera Instancia considerara que las dos Decisiones impugnadas no son suscep-
tibles de recurso con arreglo al articulo 173 del Tratado CE, AITEC interpuso un
recurso por omisién contra la Comision, de conformidad con el pirrafo tercero del
articulo 175 del Tratado CE.

En su escrito de interposicién del recurso, la demandante solicita al Tribunal de
Primera Instancia que:

— Anule la Decisién de la Comisién, comunicada a AITEC mediante escrito de
9 de junio de 1994, con el n° D/05268, y, con caricter subsidiario, la Decisién
comunicada a AITEC mediante escrito de 26 de julio de 1994, con el n° D/07743,
en la medida en que expresan la negativa de la Comisién a actuar contra el
Gobierno helénico por inejecucién de la Decisién de 1990, en contra de lo dis-
puesto en el pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado CE.

— Ordene a la Comisién que adopte a su debido tlernpo, con arreglo al articulo
176 del Tratado, las medidas necesarias para que se ejecute plenamente la sen-
tencia del Tribunal de Primera Instancia.

— Condene a la Comisién al pago de todas las costas.

Con cardcter subsidiario, para el caso de que el Tribunal de Primera Instancia esti-
mara que no puede considerar los actos impugnados como actos a efectos del arti-
culo 173 del Tratado:

— Declare que la Comisién, ha incumplido las obligaciones que le incumben en
virtud del Tratado, al abstenerse de pronunciarse de manera definitiva sobre el
recurso de AITEC o de interponer ante el Tribunal de Justicia un recurso

II - 363



23

24

SENTENCIA DE 22.5.199% — ASUNTO T-277/94

contra el Gobierno helénico a efectos del pirrafo segundo del apartado 2 del
articulo 93 del Tratado, durante el plazo de requerimiento de dos meses que le
habia dado AITEC de conformidad con el pirrafo segundo del articulo 175 del
Tratado.

— Ordene a la Comisién que adopte a su debido tiempo, con arreglo al articu-
lo 176 del Tratado, las medidas necesarias para que se ejecute plenamente la sen-
tencia del Tribunal de Primera Instancia.

— Condene a la Comisién al pago de todas las costas.

La Comisién solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Declare la inadmisibilidad del recurso o, con caricter subsidiario, carente de
fundamento.

— Condene en costas a la demandante.

Visto el informe del Juez Ponente, el Tribunal de Primera Instancia (Sala Segunda
ampliada) decidié iniciar la fase oral sin previo recibimiento a prueba. No obstante,
inst6 a la Comisién para que aportara determinados documentos y formulé otras
preguntas, a las que las partes debian responder en la vista. Se oyeron los informes
orales de las partes y sus respuestas a las preguntas orales del Tribunal de Primera
Instancia en la audiencia pidblica que se celebré €l 12 de diciembre de 1995.
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Sobre la admisibilidad del recurso

Resumen de las alegaciones de las partes

Sin proponer formalmente una excepcién de inadmisibilidad con arreglo al articulo
114 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Primera Instancia, la Comi-
sién considera inadmisible el recurso de AITEC por dos motivos: a) La Comisién
dispone, a efectos del parrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado,
de una facultad de apreciacién discrecional que excluye el derecho de los particu-
lares a exigir que defina su posicién en un sentido determinado; b) ademis, y con
independencia de ello, la definicién de posicién de la Comisién no afecta directa e
individualmente a la demandante.

La Comisién hace referencia, en primer lugar, a la sentencia del Tribunal de Justicia
de 14 de febrero de 1990, Francia/Comisién (301/87, Rec. p. I-307; en lo sucesivo,
«sentencia Boussac»), para subrayar que la via del pirrafo segundo del apartado
2 del articulo 93 del Tratado constituye una forma especial de la facultad de actua-
cién mis general prevista por el articulo 169 del Tratado CE. El Tribunal de Justi-
cia declaré, en efecto, en el apartado 23 de la citada sentencia, que «esta via no es
més que una variante del recurso por incumplimiento, especificamente adaptada a
los problemas particulares que plantean a la competencia en el mercado comiin las
ayudas estatales».

Afirma la Comisién que del examen del tenor literal de las normas y de la estruc-
tura general del Tratado se desprende que dichas disposiciones le conceden una
facultad, pero no le imponen una obligacién.

Como ha declarado el Tribunal de Justicia en repetidas ocasiones, en el marco del
articulo 169, la Comisién no esti obligada a iniciar un procedimiento con arreglo
al articulo 169, sino que dispone a este respecto de una amplia facultad de aprecia-
cién que excluye el derecho de los particulares a exigir de esta Institucién que defina
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su posicién en un sentido determinado y a interponer un recurso contra su nega-
tiva a actuar (véase, por ejemplo, la sentencia de 14 de febrero de 1989, Star Fruit
Company/Comision, 247/87, Rec. p. 291).

La Comisién afirma que el Tribunal de Justicia le reconoce claramente la posibili-
dad, y no la obligacién, de actuar dentro del imbito de aplicacién del parrafo
segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado, ya que el recurso general con
arreglo al articulo 169 y el recurso especifico con arreglo al apartado 2 del articulo
93 tienen la misma naturaleza.

La Comisién sefiala, en segundo lugar, que AITEC, en su calidad de asociacién, no
estd legitimada para actuar contra la Comision. Una asociacidn, en su calidad de
representante de una categoria de empresarios, no puede resultar afectada indivi-
dualmente por un acto que afecta a los intereses generales de dicha categoria (véase
la sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de diciembre de 1962, Confédération
nationale des producteurs de fruits et légumes y otros/Consejo, asuntos acumula-
dos 16/62 y 17/62, Rec. p. 901). La demandante no puede invocar tampoco, segin
la Comisién, las sentencias del Tribunal de Justicia de 28 de enero de 1986, Cofaz
y otros/Comisidn (169/84, Rec. p. 391), y de 2 de febrero de 1988, Van der Kooy y
otros/Comisién (asuntos acumulados 67/85, 68/85 y 70/85, Rec.p.219), para
demostrar la admisibilidad de su recurso. En efecto, no ha aportado ningiin indicio
que revele que tiene intereses diferentes y distintos de los de cualquier otro ope-
rador econémico del sector de que se trata.

La demandante considera que procede declarar la admisibilidad de su recurso. En
su escrito de 3 de mayo de 1994, AITEC aporté la prueba de que el Gobierno
helénico persistia en no ejecutar la Decisién de 1990, empleando, por el contrario,
métodos claramente dilatorios con el fin de que la Comisién creyera que tenia real-
mente intencién de aplicarla y el Gobierno siguiera financiando a Halkis mediante
el mantenimiento de las lineas de crédito concedidas por los bancos y otros orga-
nismos publicos.

Segtin AITEC, el acto que le dirigié la Comisién el 9 de junio de 1994 y, con caric-
ter subsidiario, el acto enviado el 26 de julio de 1994 constituyen Decisiones a
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efectos del articulo 173 del Tratado. Refiriéndose a la sentencia del Tribunal de Jus-
ticia de 11 de noviembre de 1981, IBM/Comisién (60/81, Rec. p. 2639), y a la sen-
tencia del Tribunal de Primera Instancia de 10 de julio de 1990, Automec/Comisién
(T-64/89, Rec. p. 11-367), la demandante sefiala que segin reiterada jurisprudencia,
las medidas que producen efectos juridicos obligatorios que afectan a los intereses
del demandante, modificando de forma precisa la situacién juridica de éste, cons-
tituyen actos o decisiones susceptibles de recurso de anulacién a efectos del arti-
culo 173 del Tratado. El acto transmitido mediante escrito de la Comisién de 9 de
junio de 1994 desestima expresamente la peticién de AITEC de iniciar el procedi-
miento previsto en el pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado y
define de manera definitiva la posicién de la Institucién comunitaria sobre este
punto. La demandante, que invoca la sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de
junio de 1994, SFEI y otros/Comisién (C-39/93 P, Rec. p. 1-2681), alega que el
caricter definitivo de la Decisién de 9 de junio de 1994 no queda desvirtuado por
el hecho de que la Comisién no haya excluido la posibilidad de recurrir al Tribunal
de Justicia en caso de que resulte desfavorable para Halkis el procedimiento de
arbitraje entre ésta y Calcestruzzi.

En su escrito de réplica, AITEC rechaza la tesis de que una decisién denegatoria de
la Comisién no constituye un acto impugnable. Segtin la jurisprudencia anterior del
Tribunal de Justicia, en principio, solamente es admisible un recurso contra una
decisién denegatoria si el acto positivo, objeto de dicha negativa, es impugnable.
Pues bien, la Decision controvertida se refiere a la iniciacién del procedimiento. La
demandante considera que la negativa a iniciar un procedimiento, al excluir la adop-
cién de otras medidas por parte de la Comisién, produce por si sola efectos juri-
dicos definitivos.

La demandante afiade que tiene un interés individual directo en impugnar la Deci-
sién. Sefiala, en primer lugar, que ésta iba expresamente destinada a ella. Ademis, la
demandante alega que, en su calidad de asociacién que agrupa a veintinueve empre-
sas italianas del cemento (de las treinta y ocho empresas italianas con que cuenta
este sector) que representan el 92 % de la produccién nacional, tiene un interés legal
en la eliminacién, en beneficio de los productores italianos de cemento, de un fal-
seamiento de la competencia en el mercado italiano del cemento. Es necesario, a su
juicio, colmar el vacio legal debido a la inexistencia de normas de aplicacién de los
articulos 92 y 93 del Tratado, imponiendo analogias entre las normas procesales
aplicables a las empresas en los asuntos de defensa comercial y las que les son apli-
cables en el 4mbito de las ayudas de Estado. En este contexto, la participacién de la
demandante en los procedimientos administrativos anteriores y posteriores a la
Decisién de 1990 es pertinente, dado que una parte sustancial de las ventas de sus
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veintinueve miembros compite con una parte sustancial de las ventas de la empresa
beneficiaria de la ayuda. La negativa manifestada por la Comisién permite la super-
vivencia de un competidor que, por el mero hecho de las ayudas que recibe, esti en
condiciones de exportar cemento a Italia a precios anormalmente bajos.

Por lo que respecta al recurso por omisién, la demandante estima que puede exigir
legitimamente a la Comisién que recurra al Tribunal de Justicia con arreglo al apar-
tado 2 del articulo 93 del Tratado y que puede, por consiguiente, interponer un
recurso por omisién ante el Tribunal de Primera Instancia, al objeto de que se declare
que la Comisién, al abstenerse de recurrir al Tribunal de Justicia, ha incumplido una
de sus obligaciones y, por tanto, ha infringido el Derecho comunitario. En su Deci-
moctavo Informe sobre la politica de competencia (1988), la Comisién reconocié
expresamente la importancia de la sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de diciem-
bre de 1988, Irish Cement/Comisién (asuntos acumulados 166/86 y 220/86,
Rec. p. 6473), al subrayar que el Tribunal de Justicia declaré que una parte intere-
sada puede exigir a la Comisidn que defina su posicidén, con arreglo al pirrafo
segundo del articulo 175 del Tratado, sobre una ayuda concedida por un Estado
miembro a una empresa competidora (véase el punto 323 del citado Informe).

En el caso de que el Tribunal de Primera Instancia estimara que la Comisién tiene
solamente la facultad, y no el deber, de recurrir al Tribunal de Justicia con arreglo
al apartado 2 del articulo 93 del Tratado, AITEC considera que puede invocar legi-

timamente, en su condicién de demandante afectada directa e inmediatamente, el
derecho a obtener de la Comisién una definicién de posicién definitiva sobre sus

intenciones, que podria impugnar entonces a tenor del articulo 173 del Tratado. La
pos1b1hdad de que la Comisién aplace cémodamente su intervencién mediante el
envio de cartas interlocutorias afecta al interés de los particulares por la proteccién
de sus derechos que emanan del ordenamiento juridico comunitario.

En su réplica, AITEC niega que la Comisién pueda extender la Jurlsprudencm del
Tribunal de Justicia relativa al articulo 169 del Tratado al procedimiento previsto en
el pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado. La situacién de hecho
contemplada en la citada sentencia Boussac es totalmente diferente a la que originé
el presente asunto. En realidad, no existe ningiin precedente jurisprudencial respecto
a la admisibilidad de un recurso como el interpuesto por la demandante. El sector
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de las ayudas de Estado es objeto de un sistema especial de control, tinico en el
dmbito del Tratado.

La demandante afirma que en un procedimiento en materia de ayudas de Estado, la
Comisién goza de menor facultad discrecional ya que, en el contexto del apartado
3 del articulo 93 del Tratado, esti obligada a iniciar sin demora la fase de examen a
que se refiere el apartado 2 del articulo 93, y que estd también obligada, tras la
notificacién de la medida, a definir su posicién en un plazo de dos meses. Tanto la
decisién de no iniciar el procedimiento administrativo previo como la de iniciarlo
constituyen actos susceptibles de recurso.

La demandante considera fundamental sefialar que sélo la Comisién y el Estado
miembro interesado participan en el procedimiento administrativo previo recogido
en el articulo 169 del Tratado, mientras que el parrafo primero del apartado 2 del
articulo 93 «exige que se requiera a los interesados para que presenten sus obser-
vaciones, dando a los demis Estados miembros y a los medios afectados la garantia
de que podrin ser escuchados y permitiendo que queden completamente esclare-
cidos para la Comisidén todos los datos del asunto antes de tomar» la decisién ade-
cuada (véase la sentencia del Tribunal de Justicia de 30 de enero de 1985,
Comisién/Francia, 290/83, Rec. p. 439, apartados 16 y 17).

La demandante afirma que la interpretacion que hace la Comisién de su funcién y
sus facultades puede privar, en el caso de autos, a las empresas competidoras de
cualquier medio de proteger sus intereses legitimos, quedando reservada toda ini-
ciativa —en caso de no actuacién de la Comisién— a los Estados miembros, que
muy rara vez hacen uso de su derecho a solicitar la anulacién de una decisién por
la que se aprueba una ayuda concedida por otro Estado miembro. En efecto, por lo
que a los aspectos econémicos se refiere, la decisién mediante la cual la Comisién
se niega a ejecutar una decisién anterior que prohiba una ayuda, puede asimilarse a
una decisién por la que se autoriza la ayuda de que se trata; ambas decisiones repre-
sentan el mismo obstdculo para los intercambios entre Estados miembros y el mismo
falseamiento del juego de la competencia.
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Respecto a la cuestidn de si resulta afectada directa e individualmente, la deman-
dante alega que no puede dudarse de los efectos inmediatos (y deﬁnmvos) produ-
cidos por la Decisién controvertida sobre su situacidn juridica y sobre la situacién
de las empresas a las que representa en el presente asunto. El interés que invoca
AITEC es inherente al resultado final esperado en este asunto, a saber, la elimina-
cién, en beneficio de los productores italianos de cemento, de un falseamiento de
competencia de larga duracién en el mercado italiano del cemento.

AITEC estima que su legitimacién para interponer el presente recurso se deriva
ademds del hecho de que intervino en interés del sector, en calidad de asociacién
que agrupa la prictica totalidad de los productores italianos de cemento, en los
diferentes procedimientos iniciados ante la Comisién y, en especial, en el que con-
dujo a la adopcién de la Decisién de 1990, en el que participé como parte intere-
sada (véase la sentencia de 24 de marzo de 1993, CIRFS y otros/Comisién, C 313/90,
Rec. p. 1-1125).

Refiriéndose a las conclusiones del Abogado General en el citado asunto CIRFS y
otfos/Comisién (Rec. p. I-1148), AITEC afirma que la interposicién por terceras
efhpresas de un recurso ante el Tribunal de Justicia, contra una aplicacién de las
ormas sobre la competencia que consideran insuficiente o insuficientemente rigu-
osa, constituye un medio de proteger su interés legitimo por evitar que otras
empresas obtengan ventajas injustificadas en términos de competencia, en detri-

mento de ellas. AITEC representa actualmente, como asociacidn, a veintinueve de

!las treinta y ocho empresas del sector del cemento en Italia y al 92 % de la pro-

duccién nacional. Sus empresas miembros resultarian muy perjudicadas tanto por
la no ejecucidn de la Decision de 1990 por el Gobierno helénico, como por la nega-
tiva de la Comisién a interponer contra este dltimo un recurso directo ante el Tri-
bunal de Justicia. De ello resultan una disminucién constante de las cuotas de mer-
cado de los productores italianos en beneficio de Halkis y de otros productores
helénicos, pero también reconversiones y cierres de establecimientos practicados
por los empresarios establecidos en zonas costeras, cada vez mis afectados por la
llegada de cemento transportado por mar, procedente de la Repiblica Helénica.
AITEC sefiala que el posible perjuicio que sufriria en el supuesto de que no pudiera
iniciar un procedimiento judicial es aquel al que hacia alusién el Abogado General,
en el citado asunto Van der Kooy y otros/Comisién (Rec. p. 240), cuando escribfa
que «la equidad exige que se autorice a la asociacién a interponer un recurso». Al
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no haber interpuesto un recurso separado ninguna de las empresas representadas
por AITEC, ya que consideraban mis oportuno defenderse conjuntamente a través
de su asociacidn, la demandante, si no pudiera interponer un recurso en nombre
propio, se veria privada de la posibilidad de defender los intereses de sus miembros.

AITEC afiade que una reduccién de las cuotas de mercado y del volumen de nego-
cios de sus miembros le ocasiona igualmente, de manera indirecta, una pérdida de
ingresos, ya que las cotizaciones de sus miembros se calculan precisamente en fun-
cién de la cantidad de cemento producida durante el ejercicio.

La Comisién invoca, en el recurso por omisién, los mismos motivos y alegaciones
ya formulados en el recurso de anulacién.

Como medida de ordenacién procesal, el Tribunal de Primera Instancia pidié a las
partes que respondieran, en la vista, a varias preguntas, una de las cuales se referia

al posible caricter provisional de los escritos de la Comisién de 9 de junio y de
26 de julio de 1994.

La demandante alega que dichos escritos constituyen un acto impugnable a efectos
del articulo 173 del Tratado, dado que la negativa a recurrir al Tribunal de Justicia
ha producido efectos juridicos, al dejar intactos los efectos de las ayudas griegas
ilegales La Comisidn, al obrar de esta forma, considera «que se trata de una solu-
cién suficiente y ello permite eliminar la ilegalidad de dichas ayudas. Es la razén
por la cual la Comisién se niega a recurrir al Tribunal de Justicia y es una negativa
definitiva». La demandante estima que se trata de una decisién definitiva y no sim-
plemente de una comunicacién con caréicter provisional.

La Comisidén explica que, a diferencia de lo que ocurrié en el asunto Rendo y
otros/Comisién (véase la sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 18 de
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noviembre de 1992, T-16/91, Rec. p. II-2417), los escritos de que se trata son una
mera comunicacién de su intencién de esperar a la decisién del Tribunal de Arbi-
traje de la Cimara de Comercio Internacional. No tuvo que elegirse, en el presente
caso, entre un procedimiento y otro, no habia tampoco un «derecho procesal del
que sea titular cualquier persona digna de ser defendida». Los escritos son una mera
comunicacién de cortesia a una asociacién, expuesta de forma provisional.

Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

En relacién con la admisibilidad del recurso de anulacién, procede sefialar desde el
principio que la demandante se propone impugnar, con arreglo al articulo 173 del
Tratado, una «Decisién» de la Comisién de 9 de junio de 1994, en la medida en que
expresa la negativa de la Comisién a recurrir al Tribunal de Justicia, con arreglo al
pirrafo segundo del apartado 2 el articulo 93 del Tratado, contra la no ejecucién
por el Gobierno helénico de la Decisién de 1990, asi como, con caricter subsidia-
rio, la confirmacién de dicha negativa, expresada en la «Decisién» de 26 de julio de
1994. De ello se deduce que el objeto del recurso de la demandante no son las nue-
vas ayudas supuestamente concedidas a Halkis, cuya legalidad impugné también en
su denuncia de 3 de mayo de 1994. Hay que sefialar ademis que, en cualquier caso,
el escrito de 26 de julio de 1994 es tan sélo una confirmacién del escrito de 9 de
junio de 1994 y no constituye, por consiguiente, un acto impugnable.

En estas circunstancias, el Tribunal de Primera Instancia recuerda que no basta con
que un escrito haya sido enviado por una Institucién comunitaria a su destinatario,
en respuesta a una peticién formulada por este iltimo, para que aquél pueda ser
calificado como decisién a efectos del articulo 173 del Tratado, susceptible de recurso
de anulacién (véase el auto del Tribunal de Justicia de 27 de enero de 1993,
Miethke/Parlamento, C-25/92, Rec. p. [-473).

Debe afiadirse que, cuando se trata de actos o de decisiones cuya elaboracién se lleva
a cabo en varias fases, en particular al finalizar un procedimiento interno, en prin-
cipio constituyen Unicamente actos susceptibles de recurso de anulacién las medi-
das que fijan definitivamente la posicién de la Institucién al término de dicho
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procedimiento, con exclusién de los trimites intermedios, cuyo objeto es preparar
la Decisién final (véanse, por ejemplo, las sentencias del Tribunal de Justicia de
23 de noviembre de 1995, Nutral/Comisién, C-476/93 P, Rec. p.1-4125, aparta-
dos 29 y ss., y del Tribunal de Primera Instancia de 18 de mayo de 1994, BEUCy
NCC/Comisién, T-37/92, Rec. p. 11-285, apartado 27).

Por consiguiente, procede examinar si el escrito de 9 de junio de 1994 comunicé a
la demandante una posicién definitiva de la Comisién. En este contexto, el Tribu-
nal de Primera Instancia sefiala que no habia concluido, a la sazén, el procedimiento
de ejecucién de la Decisién de 1990. La Comisién considerd «iniitil» remitir al Tri-
bunal de Justicia la cuestion de la eventual no ejecucién de dicha Decision entre-
tanto el Tribunal de Arbitraje no hubiera resuelto el litigio entre ambas sociedades
y recordé que ella misma seguia dicha ejecucién. Resulta, pues, obligado manifes-
tar que la Comisién no habia adoptado adn, en 1994, una posicién definitiva res-
pecto a la denuncia de la demandante, pero que tenia previsto hacerlo en fecha pos-
terior. Dicha indicacién recogida en el escrito demuestra, en efecto, que para la
Comisién se trataba inicamente de comunicar una informacién relativa al examen
en curso.

La demandante invoca la citada sentencia SFEI y otros/Comisién, relativa al imbito
de la competencia, en la que el Tribunal de Justicia declar6 que «una Institucién,
que estd dotada de la facultad de comprobar una infraccién y de sancionarla y ante
la que los particulares pueden presentar denuncias, como es la Comisién en mate-
ria de Derecho de competencia, adopta necesariamente un acto que produce efec-
tos juridicos cuando pone fin a la investigacién que inicié a raiz de la presentacién
de dicha denuncia». El Tribunal de Justicia definié de esta forma el acto que cons-
tituye la dltima fase del procedimiento como aquel que no ird seguido de ningiin
otro susceptible de dar lugar a un recurso de anulacién. En este caso, la Comisién
declaré que seguiria supervisando la ejecucién de su Decisién y que se reservaria el
derecho a actuar en el futuro. A diferencia del asunto SFEI y otros/Comisién, la
Comisién no ha archivado, pues, la denuncia de la demandante en este caso con-
creto, lo cual se opone a la admisibilidad del recurso de anulacidn.

El Tribunal de Primera Instancia hace constar que la citada sentencia Rendo y
otros/Comisién, invocada por la demandante en apoyo de su tesis segin la cual la
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Comisién adopté una decisién respecto a ella, no es pertinente tampoco en el pre-
sente caso. La posicién adoptada por la Comisién —a saber, esperar la resolucién
del Tribunal de Arbitraje y, al mismo tiempo, seguir la ejecucién de su Decisién de
1990— no da lugar a la interrupcién, durante un periodo de tiempo considerable,
de un procedimiento ya iniciado. Como resulta del escrito de 9 de junio de 1994, 1a
Comisidn no ha dejado de seguir el desarrollo de los acontecimientos en Grecia, ni
de velar por la ejecucién de su Decision. Es obligado reconocer, por tanto, que con
su comportamiento la Comisién no ha conculcado eventuales derechos procesales
de la demandante ni de sus miembros, derechos que no existen en cualquier caso
en el marco de la supervisién de la ejecucién de una Decisién con arreglo al pirrafo
segundo del apartado 2 del articulo 93 (véase el apartado 71 infra).

En cualquier caso, debe hacerse constar que el dnico curso favorable que la Comi-
si6n habria podido dar a la peticién de la parte demandante habria sido iniciar con-
tra la Repiblica Helénica un procedimiento de declaracién de incumplimiento.
Ahora bien, segiin reiterada jurisprudencia, los particulares no pueden impugnar
una abstencién de la Comisién de incoar un procedimiento de declaracién de incum-
plimiento contra un Estado miembro (véase, como mis recientes, los autos del Tri-
bunal de Justicia de 12 de junio de 1992, Asia Motor France/Comision, C-29/92,
Rec. p. 1-3935, apartados 20 y 21, y del Tribunal de Primera Instancia de 13 de
noviembre de 1995, Aéroports de Paris/Comisién, T-128/95, no publicado en la
Recopilacién, apartados 32 y ss.).

De lo antedicho resulta que, al no poderse calificar de Decisién el escrito de 9 de
junio, la demandante no puede impugnarlo mediante un recurso de anulacién. Por
consiguiente, debe declararse la inadmisibilidad del recurso.

Respecto al recurso por omision, el Tribunal de Primera Instancia hace constar que,
seglin las pretensiones de la demandante, consta de dos partes, en la medida en que
tiene por objeto, por un lado, la presunta omisién de la Comisién de pronunciarse
de manera definitiva sobre el «recurso» de AITEC y, por otro lado, su abstencién
de recurrir al Tribunal de Justicia (véase el apartado 22 supra). De ello se deduce
que la demandante solicita a la Comisién en la primera parte de sus pretensiones
que adopte una decisién a ella destinada que se refiera al curso que se propone dar
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a la denuncia de la demandante, mientras que la segunda parte de las pretensiones
tiene por objeto una decisién de la Comisién de recurrir al Tribunal de Justicia. En
el presente caso, parece adecuado examinar antes que nada la eventual omisién de
recurrir al Tribunal de Justicia.

En este sentido, el Tribunal de Primera Instancia recuerda que, con arreglo al pirrafo
tercero del articulo 175 del Tratado, toda persona fisica o juridica podra recurrir en
queja al érgano jurisdiccional comunitario, en las condiciones sefialadas en el citado
articulo, por no haberle dirigido una de las Instituciones «un acto distinto de una
recomendacién o de un dictamen». Del tenor literal de dicha disposicién se des-
prende que, para que pueda ser admitido su recurso por omisién, una persona fisica
o juridica debe acreditar que es destinataria potencial de un acto que la Comisién
estaba obligada a adoptar respecto a ella (véase, por ejemplo, la sentencia del Tri-
bunal de Primera Instancia de 18 de septiembre de 1992, Asia Motor
France/Comisién, T-28/90, Rec. p. 11-2285, apartado 29).

Por consiguiente, procede examinar en primer lugar cuil es la naturaleza del acto
solicitado por la demandante. El objeto de la segunda parte del recurso es obligar a
la Comisién a aplicar lo dispuesto en el parrafo segundo del apartado 2 del articu-
lo 93 del Tratado, es decir, recurrir al Tribunal de Justicia. Ahora bien, la decisién
de recurrir al Tribunal de Justicia es un acto de trimite interno adoptado en el seno
de la Junta de Comisarios, normalmente a propuesta del Miembro de la Comisién
encargado del asunto. Dicho acto de la Comisién no tiene destinatario. Va seguido
de la interposicidn del recurso contra el Estado miembro de que se trate ante el
Tribunal de Justicia. La interposicién del recurso, en cuanto tal, tampoco tiene des-
tinatario, sino que crea solamente un estado de litispendencia.

De lo antedicho resulta que ni AITEC en su calidad de asociacién ni sus miembros
a titulo individual son los destinatarios de una eventual decisién de la Comisién de
recurrir al Tribunal de Justicia. En estas circunstancias, ni la demandante ni sus
miembros figuran entre las personas fisicas o juridicas que se encuentran en la situa-
cién juridica de destinatario potencial de un acto que la Comisién estd obligada a
adoptar respecto a ellos (véase, por ejemplo, el auto del Tribunal de Primera Ins-
tancia de 23 de enero de 1991, Prodifarma/Comisién, T-3/90, Rec. p. II-1, aparta-
dos 37 y 38).
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En segundo lugar, y para mayor abundamiento, debe examinarse el planteamiento
segln el cual la demandante o sus miembros resultarian directamente afectados por
la decisién de recurrir al Tribunal de Justicia y podrian, por tanto, interponer un
recurso por omisidn, pese al tenor literal del articulo 175 del Tratado.

Suponiendo que pudiera reconocerse la existencia de tal paralelismo entre el recurso
de anulacién con arreglo al articulo 173 y el recurso por omisién con arreglo al
articulo 175 y suponiendo también que la proteccién jurisdiccional de los particu-
lares exigiera una interpretacién amplia del parrafo tercero del articulo 175 del Tra-
tado, en el sentido de que una persona fisica o juridica puede imputar a una Ins-
titucién el no haber adoptado un acto del que ella no es destinataria, pero que la
afectaria directamente si hubiera sido adoptado (véase la sentencia Star Fruit
Company/Comisién, antes citada, asi como las conclusiones del Abogado General
en dicha sentencia, Rec. p. 294, punto 13), procederia examinar si AITEC o sus
miembros se encuentran efectivamente en dicha situacién.

Como ya ha sefialado el Tribunal de Primera Instancia, el acto solicitado es tan sélo
una medida de trimite interna, que no tiene ningiin efecto externo y que no afecta
a ningdn particular (véase el apartado 59 supra). El establecimiento de un vinculo
procesal entre la Comisién y Grecia no afecta a la situacién juridica de la deman-
dante o a la de sus miembros, mixime cuando la decisién de 1990 es definitiva. En
la vista, la propia demandante reconocié que no seria admisible su participacién
como parte coadyuvante en tal procedimiento. Sélo una sentencia del Tribunal de
Justicia podria influir eventualmente en su situacién juridica o en la de sus miem-
bros. Ademis, la demandante reconocié también que deberia probarse en el pro-
cedimiento ante el Tribunal de Justicia «[...] si hubo o no incumplimiento, y en qué
situacién». Es posible, pues —como admite la propia demandante— que el Tribu-
nal de Justicia no declarase el incumplimiento por parte del Estado miembro de que
se trata. El pronunciamiento de dicha sentencia tampoco afectaria directamente
a la demandante. Asi pues, en ningiin caso la demandante resultaria directamente
afectada por el acto solicitado (véase, en este sentido, la sentencia del Tribunal
de Primera Instancia de 27 de octubre de 1994, Ladbroke/Comisién, T-32/93,
Rec. p. I1-1015, apartado 41).
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De ello se deduce que, admitiendo incluso la existencia de un paralelismo entre el
recurso de anulacién y el recurso por omisién, la demandante no resulta directa-
mente afectada en el presente caso.

En tercer lugar, el Tribunal de Primera Instancia recuerda que el recurso por omi-
sién previsto en el articulo 175 del Tratado estd supeditado a la existencia de una
obligacién de actuar que recae sobre la Institucién de que se trata, de forma que la
abstencién alegada sea contraria al Tratado. Procede, pues, examinar cuiles son las
obligaciones de la Comisién con arreglo al pirrafo segundo del apartado 2 del arti-
culo 93 del Tratado. Pues bien, de la estructura de dicho articulo resulta que con-
fiere a la Comisién (y a los otros Estados miembros) la misién de velar por el cum-
plimiento, por parte de los Estados miembros, de las decisiones adoptadas por la
Comisién en el marco del pirrafo primero del apartado 2 del articulo 93 del Tra-
tado, y que la faculta para recurrir directamente al Tribunal de Justicia, sin proce-
dimiento administrativo previo contradictorio (véase la sentencia Boussac, antes
citada, apartado 23).

De lo dispuesto en el pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado y
miés genéricamente del conjunto de disposiciones de dicho articulo se desprende que
la facultad de control de que dispone la Comisién respecto a los Estados miembros
que no se atengan a su Decisién dentro del plazo sefialado, implica una amplia
facultad de apreciacién por parte de la Comisién. Esta no estd obligada, pues, a ini-
ciar un procedimiento con arreglo a dicha disposicién. Dispone, por el contrario,
de una amplia facultad de apreciacion que excluye el derecho de los particulares a
exigir que la referida Institucién defina su posicién en un sentido determinado (véa-
se, por ejemplo, la sentencia Star Fruit Company/Comisién, antes citada, aparta-
do 11, y el auto Aéroports de Paris/Comision, antes citado, apartado 43).

Procede recordar asimismo que, como ha declarado el Tribunal de Justicia, la via de
recurso prevista en el pirrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado,
no es mis que una variante del recurso por incumplimiento con arreglo al articulo
169 del Tratado, especificamente adaptada a los problemas particulares que plan-
tean a la competencia en el mercado comiin las ayudas estatales (véase la sentencia
Boussac, antes citada, apartado 23). Pues bien, segin reiterada jurisprudencia, la
Comisién dispone de una facultad de apreciacién respecto a la oportunidad de inter-
poner ante el Tribunal de Justicia un recurso por incumplimiento. Dicha facultad
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de apreciacién no estd supeditada en modo alguno a las pretensiones de los parti-
culares de actuar en un sentido determinado, sea en el marco del articulo 169 sea en
el del pérrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado (véanse, por ejem-
plo, el auto del Tribunal de Primera Instancia de 4 de julio de 1994, Century Oils
Hellas/Comisién, T-13/94, Rec. p. II-431, apartado 14, y la sentencia del Tribunal
de Primera Instancia de 9 de enero de 1996, Koelman/Comisién, T-575/93, Rec.
p. II-1, apartado 71).

Por consiguiente, el ejercicio de la facultad de apreciacién de la Comisién respecto
al sometimiento del asunto al Tribunal de Justicia, no va acompafiado de ninguna
obligacién que pueda invocar la demandante a efectos de que se declare una omi-
sién de la parte demandada. De lo antedicho se deduce que debe declararse la
inadmisibilidad de la segunda parte del recurso por omisién.

En cuanto a la otra parte del recurso por omisién, a saber, la presunta omisién de
la Comisién de adoptar una decisién sobre la peticién de AITEC, procede recor-
dar que el recurso por omisién esti supeditado a la existencia de una obligacién de
actuar que recae sobre la Institucién de que se trata. Por consiguiente, el Tribunal
de Primera Instancia debe examinar si la demandante ha demostrado que la Comi-
sién estaba obligada a adoptar respecto a ella tal decisién.

Debe recordarse antes que nada a este respecto que no han sido adoptados los
Reglamentos de ejecucién previstos en el articulo 94 del Tratado CE. Por consi-
gulente resulta obligado sefialar que ninguna disposicién de Derecho comunitario
prevé la adopcién de una Decisién como la que constituye el objeto del presente
recurso por omision.

Hay que comprobar, no obstante, si la sentencia del Tribunal de Primera Instancia
Asia Motor France/Comisién, antes citada, en particular el apartado 29, que se sitda
en el marco de los articulos 85 y 86 del Tratado y del Reglamento n° 17 del Con-
sejo, de 6 de febrero de 1962, Primer Reglamento de aplicacién de los articu-
los 85 y 86 del Tratado (DO 1962, 13, p. 204; EE 08/01, p. 22) es aplicable al caso
de autos. En este sentido, hay que destacar una diferencia esencial entre el presente
caso y el asunto Asia Motor France/Comisién, que tenia por objeto la comproba-
cién por la Comisién de la infraccién cometida por un particular. En dicha
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situacién, el Tribunal de Primera Instancia reconocié el derecho de que otro par-
ticular, denunciante, reciba una decisién de la Comisién sobre su denuncia. En el
caso de autos, la omisién controvertida se sitda dentro del 4mbito de aplicacién del
parrafo segundo del apartado 2 del articulo 93 del Tratado. Mientras que el primer
pérrafo de dicha disposicién prevé la participacion de los interesados en el proce-
dimiento, el segundo parrafo no hace alusién a ella. En efecto, tras la adopcién de
una Decisidén por la que se declara la ilegalidad de una ayuda, la Comisién debe
disponer de una amplia facultad de apreciacién respecto a las modalidades de eje-
cucién de dicha Decisién, que pueden suscitar cuestiones complejas vinculadas a la
devolucién de la ayuda ilegal (véase, también, la sentencia del Tribunal de Justicia
de 23 de febrero de 1995, Comisién/Italia, C-349/93, Rec. p. I-343, apartado 13).
Por consiguiente, la citada sentencia Asia Motor France/Comisién no es aplicable
al presente caso.

De lo antedicho resulta que la demandante no ha demostrado que la Comisién se
haya abstenido de adoptar una Decisién, incumpliendo la obligacién que le incum-

bfa.

Dicha solucién no excluye que, en determinados casos, la Comisién pudiera estar
obligada, en aras de una buena administracién y de la transparencia, a informar al
denunciante de la tramitacién de su decisién. Debe sefialarse, no obstante, que en
el caso de autos, la Comisién llevé a cabo un intercambio de informacién suficiente
con la demandante.

En estas circunstancias, es también inadmisible la primera parte del recurso por
omisién. Por consiguiente, procede declarar la inadmisibilidad de todo el recurso
por omision.

Costas

A tenor del apartado 2 del articulo 87 del Reglamento de Procedimiento, la parte
que pierda el proceso serid condenada en costas, si asi lo hubiera solicitado la otra
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parte. Por haber sido desestimadas las pretensiones de la parte demandante, pro-
cede condenarla a cargar con sus propias costas, asi como con las costas en que
hubiera incurrido la Comisién.

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Segunda ampliada)
decide:
1) Declarar la inadmisibilidad del recurso.

2) La demandante cargara con sus propias costas, asi como con las costas en que
hubiera incurrido lIa Comisién.

Kirschner Vesterdorf Bellamy

Kalogeropoulos Potocki

Pronunciada en audiencia puiblica en Luxemburgo, a 22 de mayo de 1996.

El Secretario El Presidente

H. Jung H. Kirschner
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